
 

2. RECURSOS EN MATERIA DE CONTRIBUCIONES 

2.1. Recursos  administrativos. Clasificación.  

 

El Diccionario para Juristas aporta dos ideas de recurso: 

a) Uno de corte administrativo, que se define como el derecho de cada uno de los 

particulares que pueden interponer contra las resoluciones administrativas y ante 

los propios organismos de la Administración; y  

b) La de naturaleza contenciosa administrativa, que es aquel que se interpone 

contra las resoluciones de la Administración activa que reúnen determinadas 

condiciones establecidas en las leyes.1 

La finalidad del recurso administrativo, es controlar las decisiones de los órganos 

administrativos para que se emitan conforme a derecho.  Dicho recurso siempre 

se interpondrá ante un órgano de la Administración Pública para que inicie su 

trámite y resolución, ya sea ante la autoridad que emitió el acto impugnado o bien 

ante una autoridad superior, siempre y cuando sean órganos pertenecientes a la 

administración activa; aquí cabe hacer la aclaración, que si la ley de la materia de 

que se trata determina la manera específica el seguimiento procesal del recurso, 

podríamos definir satisfactoriamente si se trata de un recurso jurisdiccional, porque 

debido a su naturaleza se interpone ante una autoridad judicial o administrativa, 

por interponerse ante una autoridad administrativa.  

 

2.2. Los recursos administrativos previstos por el  Código Fiscal  de la 

Federación. 

 

El interesado podrá optar por impugnar un acto a través del recurso de revocación 

o promover, directamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. Deberá intentar la misma vía elegida si pretende 

impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuente de otro; en el 

caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en recursos 

                                            
1 PALOMAR DE MIGUEL, Juan; Diccionario para Juristas; Mayo; México; 1981. 



administrativos, el contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez, a 

través de la misma vía.  

Si la resolución dictada en el recurso de revocación se combate ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo deberá 

hacerse valer ante la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que conozca del juicio respectivo. 

Los procedimientos de resolución de controversias previstos en los tratados para 

evitar la doble tributación de los que México es parte, son optativos y podrán ser 

solicitados por el interesado con anterioridad o posterioridad a la resolución de los 

medios de defensa previstos por este Código. Los procedimientos de resolución 

de controversias son improcedentes contra las resoluciones que ponen fin al 

recurso de revocación o al juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa.2 

 

2.3. Revocación. 

 

Por revocación en el derecho administrativo se entiende el acto administrativo 

emitido por autoridad competente por virtud del cual se retira y extingue a otro que 

nació válido y eficaz, que tendrá efectos sólo para el futuro, el cual es emitido por 

causas supervenientes de oportunidad e interés público previstos en los 

ordenamientos jurídicos que modifican las condiciones iniciales en que fue 

expedido el original.3 

Contra los actos administrativos dictados en materia fiscal federal, se podrá 

interponer el recurso de revocación.  4 

 

Registro IUS: 181039 

Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio 

de 2004, p. 1553, tesis I.7o.A. J/22, jurisprudencia, Administrativa.  

                                            
2 Código Fiscal de la Federación; Artículo 125.   
3 Ibídem; Artículo 2º. 
4 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Legislación Fiscal y su Interpretación por el Poder Judicial de la Federación; 
Código Fiscal de la Federación;  Artículo 116.  



Rubro: RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO POR EL 

ARTÍCULO 116 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 

PLAZO PARA INTERPONER EL. 

Texto: El término de cuarenta y cinco días previsto por el artículo 

121 del Código Fiscal de la Federación para interponer el recurso 

de revocación establecido en el artículo 116 del propio 

ordenamiento, no rige en los casos en que dicho medio de 

impugnación se hace valer en contra del procedimiento 

administrativo de ejecución por no haberse ajustado a la ley y se 

trata de violaciones cometidas antes del remate; ya que en esa 

hipótesis debe aplicarse la diversa modalidad contenida en el 

numeral 127 del mismo cuerpo legal, consistente en que el 

afectado puede interponerlo en cualquier tiempo, pero antes de la 

publicación de la convocatoria en primera almoneda, con la 

salvedad que el mismo dispositivo determina. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Precedentes: Amparo directo 1647/2000. Innovaciones Textiles de 

México, S.A. de C.V. 11 de octubre de 2000. Unanimidad de 

votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José 

Alberto Tamayo Valenzuela. 

Amparo directo 1767/2001. Promoción Urbana, S.A. de C.V. 6 de 

junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez 

Dayán. Secretaria: Amelia Vega Carrillo. 

Revisión fiscal 1237/2002. Administrador Local Jurídico del Norte 

del Distrito Federal, unidad administrativa encargada de la 

defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del 

Presidente del Servicio de Administración Tributaria y de la 

autoridad demandada. 29 de mayo de 2002. Unanimidad de 

votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Gustavo 

Naranjo Espinosa. 



Revisión fiscal 1227/2004. Subadministrador de lo Contencioso 

"3", actuando en suplencia por ausencia del titular de la 

Administración Local Jurídica del Centro del Distrito Federal, 

unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del 

Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 19 de 

mayo de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: David Delgadillo 

Guerrero. Secretaria: Mayra del Socorro Villafuerte Coello. 

Amparo directo 1457/2004. Industrias Gráficas Unidas, S.C. de 

R.S. 19 de mayo de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. 

Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Hugo Luna Baraibar. 

 

El recurso de revocación procederá contra:  

I. Las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales que: 

a) Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos. 

b) Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley. 

c) Dicten las autoridades aduaneras. 

d) Cualquier resolución de carácter definitivo que cause agravio al particular en 

materia fiscal, salvo aquellas a que se refieren los artículos 33-A, 36 y 74 del 

Código Fiscal de la Federación 

II. Los actos de autoridades fiscales federales que: 

a) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han 

extinguido o que su monto real es inferior al exigido, siempre que el cobro en 

exceso sea imputable a la autoridad ejecutora o se refiera a recargos, gastos de 

ejecución o a la indemnización a que se refiere el artículo 21 de ese Código. 

b) Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución, cuando se alegue 

que éste no se ha ajustado a la ley. 

c) Afecten el interés jurídico de terceros, en los casos a que se refiere el artículo 

128 del Código Fiscal de la Federación. 



d) Determinen el valor de los bienes embargados a que se refiere el artículo 175 

del Código referido.5 

 

Registro IUS: 180066 

Localización: Novena Época, Segunda Sala, Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Noviembre de 2004, p. 

120, tesis 2a./J. 163/2004, jurisprudencia, Administrativa.  

Rubro: REVOCACIÓN FISCAL. PLAZO PARA SU 

INTERPOSICIÓN CONTRA ACTOS EMITIDOS POR 

AUTORIDADES ESTATALES O MUNICIPALES QUE ACTÚAN 

COMO COORDINADAS EN MATERIA FISCAL CON LA 

FEDERACIÓN. SÓLO DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO 

LOS DÍAS INHÁBILES SEÑALADOS POR EL ARTÍCULO 12 DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

Texto: Conforme a los artículos 12, primer y segundo párrafos, 

116 y 121, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, 

dentro del plazo de cuarenta y cinco días para la interposición del 

recurso de revocación contra los actos administrativos dictados en 

materia fiscal federal, no deben contarse los días inhábiles 

especificados en el mencionado artículo 12, ni los días en que 

tengan vacaciones generales las autoridades fiscales federales. 

Por su parte, el artículo 14 de la Ley de Coordinación Fiscal 

establece que las autoridades estatales o municipales de una 

entidad federativa adheridas al Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal serán consideradas, en el ejercicio de las facultades a que 

se refieren los convenios o acuerdos respectivos, como 

autoridades fiscales federales. En ese tenor, y toda vez que existe 

confusión para los gobernados en cuanto a si deben excluirse del 

cómputo del plazo para la interposición del referido recurso los 

días de vacaciones generales de las autoridades fiscales 

                                            
5 Ibídem; Artículo 117. 



federales cuando hayan laborado las autoridades estatales o 

municipales, que actúen como autoridades fiscales federales, ante 

las cuales deberá interponerse el recurso de revocación al haber 

sido las que emitieron el acto impugnado, a fin de hacer efectiva 

su garantía de defensa consagrada en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deberán 

excluirse los días de vacaciones generales de las autoridades 

fiscales federales aunque hayan sido hábiles para aquéllas, sin 

que implique invasión a su esfera competencial en cuanto a sus 

reglas de funcionamiento interno, pues esto no significa que se les 

imponga regla alguna para que sus días laborables y de 

vacaciones generales coincidan con los de las autoridades 

fiscales federales, sino sólo el que no se computen dentro del 

plazo para la interposición del mencionado recurso. 

Precedentes: Contradicción de tesis 77/2004-SS. Entre las 

sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, 

ambos del Décimo Sexto Circuito. 8 de octubre de 2004. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora 

Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: 

Lourdes Ferrer Mac-Gregor Poisot. 

Tesis de jurisprudencia 163/2004. Aprobada por la Segunda Sala 

de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de octubre 

de dos mil cuatro. 

 

La interposición del recurso de revocación será optativa para el interesado antes 

de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

Cuando un recurso se interponga ante autoridad fiscal incompetente, ésta lo 

turnará a la que sea competente.6 

El escrito de interposición del recurso deberá presentarse ante la autoridad 

competente en razón del domicilio del contribuyente o ante la que emitió o ejecutó 

                                            
6 Ibídem; Artículo 120. 



el acto impugnado, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquel en que 

haya surtido efectos su notificación excepto lo dispuesto en los artículos 127 y 175 

del aquél Código, en que el escrito del recurso deberá presentarse dentro del 

plazo que en los mismos se señala.  

El escrito de interposición del recurso podrá enviarse a la autoridad competente 

en razón del domicilio o a la que emitió o ejecutó el acto, por correo certificado con 

acuse de recibo, siempre que el envío se efectúe desde el lugar en que resida el 

recurrente. En estos casos, se tendrá como fecha de presentación del escrito 

respectivo, la del día en que se entregue a la oficina exactora o se deposite en la 

oficina de correos. 

Si el particular afectado por un acto o resolución administrativa fallece durante el 

plazo a que se refiere este artículo, se suspenderá hasta un año, si antes no se 

hubiere aceptado el cargo de representante de la sucesión. También se 

suspenderá el plazo para la interposición del recurso si el particular solicita a las 

autoridades fiscales iniciar el procedimiento de resolución de controversias 

contenido en un tratado para evitar la doble tributación incluyendo, en su caso, el 

procedimiento arbitral. En estos casos, cesará la suspensión cuando se notifique 

la resolución que da por terminado dicho procedimiento inclusive, en el caso de 

que se dé por terminado a petición del interesado. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad 

judicial, cuando el particular se encuentre afectado por un acto o resolución 

administrativa, se suspenderá el plazo para interponer el recurso de revocación 

hasta por un año. La suspensión cesará cuando se acredite que se ha aceptado el 

cargo de tutor del incapaz o representante legal del ausente, siendo en perjuicio 

del particular si durante el plazo antes mencionado no se provee sobre su 

representación.7 

El escrito de interposición del recurso deberá satisfacer los requisitos del artículo 

18 del Código Fiscal de la Federación y señalar además:  

I. La resolución o el acto que se impugna. 

II. Los agravios que le cause la resolución o el acto impugnado. 

                                            
7 Ibídem; Artículo 121. 



III. Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate. 

Cuando no se expresen los agravios, no se señale la resolución o el acto que se 

impugna, los hechos controvertidos o no se ofrezcan las pruebas a que se refieren 

las fracciones I, II y III, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que dentro 

del plazo de cinco días cumpla con dichos requisitos. Si dentro de dicho plazo no 

se expresan los agravios que le cause la resolución o acto impugnado, la 

autoridad fiscal desechará el recurso; si no se señala el acto que se impugna se 

tendrá por no presentado el recurso; si el requerimiento que se incumple se 

refiere al señalamiento de los hechos controvertidos o al ofrecimiento de pruebas, 

el promovente perderá el derecho a señalar los citados hechos o se tendrán por 

no ofrecidas las pruebas, respectivamente. 

Cuando no se gestione en nombre propio, la representación de las personas 

físicas y morales, deberá acreditarse en términos del artículo 19 del Código Fiscal 

de la Federación.8 

El promovente deberá acompañar al escrito en que se interponga el recurso:  

I. Los documentos que acrediten su personalidad cuando actúe a nombre de otro 

o de personas morales, o en los que conste que ésta ya hubiera sido reconocida 

por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución impugnada o que se cumple 

con los requisitos a que se refiere el primer párrafo del artículo 19 del referido 

Código. 

II. El documento en que conste el acto impugnado. 

III. Constancia de notificación del acto impugnado, excepto cuando el promovente 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando la 

notificación se haya practicado por correo certificado con acuse de recibo o se 

trate de negativa ficta. Si la notificación fue por edictos, deberá señalar la fecha de 

la última publicación y el órgano en que ésta se hizo. 

IV. Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso. 

Los documentos a que se refieren las fracciones anteriores, podrán presentarse 

en fotocopia simple, siempre que obren en poder del recurrente los originales. En 

caso de que presentándolos en esta forma la autoridad tenga indicios de que no 

                                            
8 Ibídem; Artículo 122. 



existen o son falsos, podrá exigir al contribuyente la presentación del original o 

copia certificada. 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del recurrente, si éste no 

hubiere podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se 

encuentren a su disposición, deberá señalar el archivo o lugar en que se 

encuentren para que la autoridad fiscal requiera su remisión cuando ésta sea 

legalmente posible. Para este efecto deberá identificar con toda precisión los 

documentos y, tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con 

que acompañe la copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que el 

recurrente tiene a su disposición los documentos, cuando legalmente pueda 

obtener copia autorizada de los originales o de las constancias de éstos. 

La autoridad fiscal, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el 

expediente en que se haya originado el acto impugnado, siempre que el 

interesado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas. 

Cuando no se acompañe alguno de los documentos a que se refieren las 

fracciones anteriores, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que los 

presente dentro del término de cinco días. Si el promovente no los presentare 

dentro de dicho término y se trata de los documentos a que se refieren las 

fracciones I a III, se tendrá por no interpuesto el recurso; si se trata de las pruebas 

a que se refiere la fracción IV, las mismas se tendrán por no ofrecidas.9 

Es improcedente el recurso cuando se haga valer contra actos administrativos:  

I. Que no afecten el interés jurídico del recurrente. 

II. Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o en cumplimiento de 

sentencias. 

III. Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

IV. Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimiento el de aquéllos 

contra los que no se promovió el recurso en el plazo señalado al efecto. 

V. Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por medio de algún recurso 

o medio de defensa diferente. 

                                            
9 Ibídem; Artículo 123. 



VI. En caso de que no se amplíe el recurso administrativo o si en la ampliación no 

se expresa agravio alguno, tratándose de lo previsto por la fracción II del artículo 

129 de del Código Fiscal de la Federación. 

VII. Si son revocados los actos por la autoridad. 

VIII. Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa en un procedimiento 

de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 

tributación, si dicho procedimiento se inició con posterioridad a la resolución que 

resuelve un recurso de revocación o después de la conclusión de un juicio ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

IX. Que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras que determinen 

impuestos y sus accesorios cuyo cobro y recaudación hayan sido solicitados a las 

autoridades fiscales mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los tratados 

internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de los que México sea parte.10 

El recurso de revocación no procederá contra actos que tengan por objeto hacer 

efectivas fianzas otorgadas en garantía de obligaciones fiscales a cargo de 

terceros. 11  

En el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y la de confesión de las autoridades mediante absolución de 

posiciones. No se considerará comprendida en esta prohibición la petición de 

informes a las autoridades fiscales, respecto de hechos que consten en sus 

expedientes o de documentos agregados a ellos.  

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya dictado 

la resolución del recurso. 

Harán prueba plena la confesión expresa del recurrente, las presunciones legales 

que no admitan prueba en contrario, así como los hechos legalmente afirmados 

por autoridad en documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en los 

documentos públicos citados se contienen declaraciones de verdad o 

manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban 

plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones 

o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. 

                                            
10 Ibídem; Artículo 124. 
11 Ibídem; Artículo 126. 



Cuando se trate de documentos digitales con firma electrónica distinta a una firma 

electrónica avanzada o sello digital, para su valoración, se estará a lo dispuesto 

por el artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de la autoridad. 

Si por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, las 

autoridades adquieren convicción distinta acerca de los hechos materia del 

recurso, podrán valorar las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en este artículo, 

debiendo en ese caso fundar razonadamente esta parte de su resolución. 

Para el trámite, desahogo y valoración de las pruebas ofrecidas y admitidas, 

serán aplicables las disposiciones legales que rijan para el juicio contencioso 

administrativo federal, a través del cual se puedan impugnar las resoluciones que 

pongan fin al recurso de revocación, en tanto no se opongan a lo dispuesto en 

este Capítulo.12 

La autoridad deberá dictar resolución y notificarla en un término que no excederá 

de tres meses contados a partir de la fecha de interposición del recurso. El silencio 

de la autoridad significará que se ha confirmado el acto impugnado.  

El recurrente podrá decidir esperar la resolución expresa o impugnar en cualquier 

tiempo la presunta confirmación del acto impugnado.13 

La resolución que ponga fin al recurso podrá:  

I. Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobreseerlo, en su 

caso. 

II. Confirmar el acto impugnado. 

III. Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emita una nueva 

resolución. 

IV. Dejar sin efectos el acto impugnado. 

V. Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo sustituya, cuando el 

recurso interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente. 

Cuando se deje sin efectos el acto impugnado por la incompetencia de la 

autoridad que emitió el acto, la resolución correspondiente declarará la nulidad lisa 

y llana.14 

                                            
12 Ibídem; Artículo 130. 
13 Ibídem; Artículo 131. 



 

2.4. Inconformidad. 

 

Contra el desechamiento o la negativa de dar trámite a las solicitudes o 

promociones, procederá el recurso de inconformidad.15 En el Código Fiscal de la 

Federación antes de la reforma existía este recurso, aunque ahora no, ya que la 

parte relativa al procedimiento se derogó, precisándose todo lo relativo al 

procedimiento y consecuentemente a los recursos en la Ley Federal del 

Procedimiento Contencioso Administrativo, que son el de reclamación y el de 

revisión. 

En materia administrativa –Seguridad Social- existe el recurso de inconformidad, 

algunos de sus principales puntos son los siguientes: 

Este recurso está contenido en la Ley del Seguro Social. Cuando los patrones y 

demás sujetos obligados, así como los asegurados o sus beneficiarios consideren 

impugnable algún acto definitivo del Instituto Mexicano del Seguro Social, podrán 

recurrir en inconformidad, en la forma y términos que establezca el reglamento, 

o bien proceder en los términos del artículo siguiente.  

Las resoluciones, acuerdos o liquidaciones de ese instituto de seguridad social 

que no hubiesen sido impugnados en la forma y términos que señale el 

reglamento correspondiente, se entenderán consentidos.16 

Las controversias entre los asegurados o sus beneficiarios y el Instituto sobre las 

prestaciones que la Ley del Seguro Social otorga, deberán tramitarse ante la Junta 

Federal de Conciliación y Arbitraje, en tanto que las que se presenten entre el 

Instituto y los patrones y demás sujetos obligados, se tramitarán ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 17 

El escrito en que se interponga el recurso de inconformidad deberá contener lo 

siguiente:  

                                                                                                                                     
14 Ibídem; Artículo 133. 
15 Ley del Procedimientos Contencioso Administrativo del Distrito Federal; artículo 45; [en línea]; Disponible en la World Wide Web en: 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/DISTRITO%20FEDERAL/Leyes/DFLEY35.pdf Fecha de la consulta: 15 de junio de 2009. 
16 Ley del Seguro Social; [en línea]; Disponible en la World Wide Web en: http://www.cddhcu.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/92.pdf Fecha de 
la consulta: 12 de junio de 2009;  Artículo 294. 
17 Ibídem;  Artículo 295. 



I.- Nombre y firma del recurrente; domicilio para oír y recibir notificaciones, así 

como el número de su registro patronal o de seguridad social como asegurado, 

según sea el caso.  

En caso de que el promovente no sepa o no pueda firmar o estampar su huella 

digital, lo podrá realizar otra persona en su nombre;  

II- Acto que se impugna y, en su caso, número y fecha de la resolución, número de 

crédito, periodo e importe, fecha de su notificación y autoridad emisora del mismo.  

III.- Hechos que originan la impugnación;  

IV.- Agravios que le cause el acto impugnado;  

V.- Nombre o razón social del patrón o, en su caso, del sindicato de trabajadores 

titular del contrato colectivo de trabajo, así como el domicilio en donde puedan ser 

notificados, para los casos previstos en el artículo 7 del Reglamento del Recurso 

de Inconformidad, reglamentario del artículo 294 de la Ley de Seguro Social; y  

VI.- Pruebas que se ofrezcan, relacionadas con el acto impugnado.  

Si el escrito por el cual se interpone el recurso de inconformidad fuere oscuro, 

irregular, o no cumpliera con los requisitos señalados en este precepto, el 

Secretario del Consejo Consultivo Delegacional prevendrá al recurrente, por una 

sola vez, para que lo aclare, corrija o complete de acuerdo con las fracciones 

anteriores, y señalará en concreto sus defectos u omisiones, con el apercibimiento 

de que, si el recurrente no cumple dentro del término de cinco días, lo desechará 

de plano. 18 

El recurso de inconformidad se interpondrá dentro de los quince días hábiles 

siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación del acto definitivo que se 

impugne.  

El escrito en que se interponga el recurso de inconformidad será dirigido al 

Consejo Consultivo Delegacional y se presentará directamente en la sede 

delegacional o subdelegacional que corresponda a la autoridad emisora del acto 

impugnado.  

El recurso es improcedente cuando se haga valer contra actos administrativos:  

                                            
18Reglamento del recurso de inconformidad; [en línea]; Disponible en la World Wide Web en: 
http://www.imss.gob.mx/NR/rdonlyres/26F8A66A-3E5A-48F7-9BC9-32193D563A39/0/2.pdf  Fecha de la consulta: 12 de junio de 
2009; Artículo 4. 



I.- Que no afecten el interés jurídico del recurrente;  

II.- Que sean resoluciones dictadas en recursos administrativos o en cumplimiento 

de sentencias, laudos o de aquellas;  

III.- Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Fiscal de la Federación;  

IV.- Que sean materia de otro recurso o juicio pendiente de resolución ante una 

autoridad administrativa u órgano jurisdiccional;  

V.- Que se hayan consentido, entendiéndose por tales aquéllos contra los que no 

se promovió el recurso en el plazo y términos señalados en el artículo 6 del 

reglamento que se analiza;  

VI.- Que sea conexo a otro que haya sido impugnado a través de algún recurso o 

medio de defensa diferente;  

VII.- Que hayan sido revocados administrativamente por la autoridad emisora;  

VIII.- Cuando de las constancias del expediente se desprenda que no existe el 

acto reclamado, o que el mismo se ha dejado sin efectos, y  

IX.- En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición 

legal o reglamentaria.  

 

2.5  Procedimiento contencioso o administrativo. 

 

Los juicios que se promuevan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, se regirán por las disposiciones de la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo, sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados 

internacionales de que México sea parte. A falta de disposición expresa se 

aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, siempre 

que la disposición de este último ordenamiento no contravenga las que regulan el 

juicio contencioso administrativo federal que establece la Ley referida. 

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés 

jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo 

federal, se entenderá que 



simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa 

afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el 

recurso. 

Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no 

interpuesto o lo deseche por improcedente, siempre que la Sala Regional 

competente determine la procedencia del mismo, el juicio contencioso 

administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo 

en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.19 

El juicio contencioso administrativo federal, procede contra las resoluciones 

administrativas definitivas que establece la Ley Federal del Procedimiento 

Administrativo y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

Asimismo, procede dicho juicio contra los actos administrativos, Decretos y 

Acuerdos de carácter 

general, diversos a los Reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el 

interesado los controvierta en unión del primer acto de aplicación. 

Las autoridades de la Administración Pública Federal, tendrán acción para 

controvertir una resolución administrativa favorable a un particular cuando estime 

que es contraria a la ley.20 

Son partes en el juicio contencioso administrativo: 

I. El demandante. 

II. Los demandados. Tendrán ese carácter: 

a) La autoridad que dictó la resolución impugnada. 

b) El particular a quien favorezca la resolución cuya modificación o nulidad pida la 

autoridad administrativa. 

c) El Jefe del Servicio de Administración Tributaria o el titular de la dependencia u 

organismo desconcentrado o descentralizado que sea parte en los juicios en que 

se controviertan resoluciones de autoridades federativas coordinadas, emitidas 

con fundamento en convenios o acuerdos en materia de coordinación, respecto de 

las materias de la competencia del Tribunal. 

                                            
19 Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo; ARTÍCULO 1o. 
20 Ibídem; ARTÍCULO 2o. 



Dentro del mismo plazo que corresponda a la autoridad demandada, la Secretaría 

de Hacienda y 

Crédito Público podrá apersonarse como parte en los juicios en que se 

controvierta el interés fiscal de la Federación. 

III. El tercero que tenga un derecho incompatible con la pretensión del 

demandante.21 

 

 2.6. Notificaciones  ilegales. 

 

Las notificaciones que no fueren hechas conforme a lo dispuesto en esta Ley 

serán nulas. En este caso el perjudicado podrá pedir que se declare la nulidad 

dentro de los cinco días siguientes a aquél en que conoció el hecho, ofreciendo las 

pruebas pertinentes en el mismo escrito en que se promueva la nulidad.  

Las promociones de nulidad notoriamente infundadas se desecharán de plano. 

Si se admite la promoción, se dará vista a las demás partes por el término de 

cinco días para que expongan lo que a su derecho convenga; transcurrido dicho 

plazo, se dictará resolución. 

Si se declara la nulidad, la Sala ordenará reponer la notificación anulada y las 

actuaciones posteriores. Asimismo, se impondrá una multa al actuario, equivalente 

a diez veces el salario mínimo general diario del área geográfica correspondiente 

al Distrito Federal, sin que exceda del 30% de su sueldo mensual. El actuario 

podrá ser destituido de su cargo, sin responsabilidad para el Estado en caso de 

reincidencia.22 

 

2.7. Impugnación a la notificación. 

 

En el juicio contencioso administrativo federal sólo serán de previo y especial 

pronunciamiento:  

I. La incompetencia en razón del territorio. 

II. El de acumulación de juicios. 

                                            
21 Ibídem;  ARTÍCULO 3o. 
22 Ibídem; Artículo 33. 



III. El de nulidad de notificaciones. 

IV. La recusación por causa de impedimento. 

V. La reposición de autos. 

VI. La interrupción por causa de muerte, disolución, declaratoria de ausencia o 

incapacidad. 

Cuando la promoción del incidente sea frívola e improcedente, se impondrá a 

quien lo promueva una multa de diez a cincuenta veces el salario mínimo general 

diario vigente en el área geográfica correspondiente al Distrito Federal.23 

 

2.8. Sentencia definitiva por impugnación. 

 

Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y resolverán sobre la 

pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación con una 

resolución impugnada, teniendo la facultad de invocar hechos notorios.  

Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala 

deberá examinar primero aquéllos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y 

llana. En el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución por la 

omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, o por vicios de 

procedimiento, la misma deberá señalar en qué forma afectaron las defensas del 

particular y trascendieron al sentido de la resolución. 

Las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que 

se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios y causales de 

ilegalidad, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la 

cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la 

demanda y en la contestación. 

Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución 

dictada en un recurso administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para 

ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la 

parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante. No se podrán anular o 

                                            
23 Ibídem; Artículo 29. 



modificar los actos de las autoridades administrativas no impugnados de manera 

expresa en la demanda. 

En el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la restitución de un 

derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, el Tribunal deberá 

previamente constatar el derecho que tiene el particular, además de la ilegalidad 

de la resolución impugnada.24 

La sentencia definitiva podrá:  

I. Reconocer la validez de la resolución impugnada. 

II. Declarar la nulidad de la resolución impugnada. 

III. Declarar la nulidad de la resolución impugnada para determinados efectos, 

debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe 

cumplirla, debiendo reponer el procedimiento, en su caso, desde el momento en 

que se cometió la violación. 

IV. Siempre que se esté en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II y 

III, del artículo 51 de la Ley Orgánica referida, el Tribunal declarará la nulidad para 

el efecto de que se reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en los 

demás casos, cuando corresponda a la pretensión deducida, también podrá 

indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución la autoridad 

administrativa. 

En los casos en que la sentencia implique una modificación a la cuantía de la 

resolución administrativa impugnada, la Sala Regional competente deberá 

precisar, el monto, el alcance y los términos de la misma para su cumplimiento. 

Tratándose de sanciones, cuando dicho Tribunal aprecie que la sanción es 

excesiva porque no se motivó adecuadamente o no se dieron los hechos 

agravantes de la sanción, deberá reducir el importe de la sanción apreciando 

libremente las circunstancias que dieron lugar a la misma. 

V. Declarar la nulidad de la resolución impugnada y además: 

a) Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y condenar al 

cumplimiento de la obligación correlativa. 

b) Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos afectados. 

                                            
24 Ibídem; Artículo 50. 



c) Declarar la nulidad del acto o resolución administrativa, caso en que cesarán los 

efectos de los actos de ejecución que afectan al demandante, inclusive el primer 

acto de aplicación que hubiese impugnado. La declaración de nulidad no tendrá 

otros efectos para el demandante, salvo lo previsto por las leyes de la materia de 

que se trate. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar un 

procedimiento, conforme a lo dispuesto en las fracciones III y IV, deberá cumplirse 

en un plazo de cuatro meses contados a partir de que la sentencia quede firme. 

Dentro del mismo término deberá emitir la resolución definitiva, aún cuando, 

tratándose de asuntos fiscales, hayan transcurrido los plazos señalados en los 

artículos 46-A y 67 del Código Fiscal de la Federación. 

Si el cumplimiento de la sentencia entraña el ejercicio o el goce de un derecho por 

parte del demandante, transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que 

la autoridad hubiere cumplido con la sentencia, el beneficiario del fallo tendrá 

derecho a una indemnización que la Sala que haya conocido del asunto 

determinará, atendiendo el tiempo transcurrido hasta el total cumplimiento del fallo 

y los perjuicios que la omisión hubiere ocasionado, sin menoscabo de lo 

establecido en el artículo 58 de la Ley Orgánica referida. El ejercicio de dicho 

derecho se tramitará vía incidental. 

Cuando para el cumplimiento de la sentencia, sea necesario solicitar información o 

realizar algún acto de la autoridad administrativa en el extranjero, se suspenderá 

el plazo a que se refiere el párrafo anterior, entre el momento en que se pida la 

información o en que se solicite realizar el acto correspondiente y la fecha en que 

se proporcione dicha información o se realice el acto. 

Transcurrido el plazo establecido en este precepto, sin que se haya dictado la 

resolución definitiva, precluirá el derecho de la autoridad para emitirla salvo en los 

casos en que el particular, con motivo de la sentencia, tenga derecho a una 

resolución definitiva que le confiera una prestación, le reconozca un derecho o le 

abra la posibilidad de obtenerlo. 

En el caso de que se interponga recurso, se suspenderá el efecto de la sentencia 

hasta que se dicte la resolución que ponga fin a la controversia. 



La sentencia se pronunciará sobre la indemnización o pago de costas, solicitados 

por las partes, cuando se adecue a los supuestos del artículo 6o. de Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo.25 

 

2.9. Contradicción de la sentencia. 

 

El Pleno podrá suspender una jurisprudencia, cuando en una sentencia o en una 

resolución de contradicción de sentencias, resuelva en sentido contrario a la tesis 

de la jurisprudencia. Dicha suspensión deberá publicarse en la revista del Tribunal.  

Las Secciones de la Sala Superior podrán apartarse de su jurisprudencia, siempre 

que la sentencia se apruebe por lo menos por cuatro Magistrados integrantes de la 

Sección, expresando en ella las razones por las que se apartan y enviando al 

Presidente del Tribunal copia de la misma, para que la haga del conocimiento del 

Pleno y éste determine si procede que se suspenda su aplicación, debiendo en 

este caso publicarse en la revista del Tribunal. 

Los magistrados de la Sala Superior podrán proponer al Pleno que suspenda su 

jurisprudencia, cuando haya razones fundadas que lo justifiquen. Las Salas 

Regionales también podrán proponer la suspensión expresando al Presidente del 

Tribunal los razonamientos que sustenten la propuesta, a fin de que la someta a la 

consideración del Pleno. 

La suspensión de una jurisprudencia termina cuando se reitere el criterio en tres 

precedentes de Pleno o cinco de Sección, salvo que el origen de la suspensión 

sea jurisprudencia en contrario del Poder Judicial Federal y éste la cambie. En 

este caso, el Presidente del Tribunal lo informará al Pleno para que éste ordene su 

publicación.26 

 

 

                                            
25 Ibídem; Artículo 52.  
26 Ibídem; Artículo 78.  


